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Resumen: El presente artículo trata sobre la figura del defensor público interamericano. Da 
cuenta que la creación y puesta en funcionamiento de esta institución está íntimamente liga-
da a la evolución que ha tenido el rol de la víctima en el proceso ante la Corte. Desde una 
perspectiva descriptiva, establece el procedimiento de designación del defensor público inte-
ramericano, así como las particularidades de su regulación. Analíticamente, busca reseñar los 
aspectos procesales más relevantes de esta figura, teniendo en consideración la práctica de más 
de una decena de años. Finalmente, de manera muy breve, el artículo determina cuáles son los 
retos que enfrenta esta institución para cumplir con sus objetivos a futuro. 
Palabras clave: Corte Interamericana de Derechos Humanos, defensa pública, Fondo de 
Asistencia a Víctimas, acceso a la justicia.

Abstract: This article deals with the role of the Inter-American Public Defender. It relates 
the inception and functioning of this institution to the evolution of the role of the victim in 
the judicial procedure before the Court. From a descriptive perspective, it establishes the 
procedure to appoint an Inter-American Public Defender, as well as the particularities of its 
regulation. Analytically, it highlights the most relevant procedural aspects of this figure, taking 
into consideration the practice of more than a dozen years. Finally, very briefly, the article 
determines the challenges that this institution faces in the near future.
Key words: Inter-American Court of Human Rights, public defense, Victims Assistance 
Fund, access to justice.

Résumé: Cet article traite du rôle du défenseur public interaméricain. Il relie la création et le 
fonctionnement de cette institution à l’évolution du rôle de la victime dans la procédure judi-
ciaire devant la Cour. D’un point de vue descriptif, il établit la procédure de nomination d’un 
défenseur public interaméricain, ainsi que les particularités de sa réglementation. Analytique-
ment, il met en évidence les aspects procéduraux les plus pertinents de ce chiffre, en prenant 
en considération la pratique de plus d’une douzaine d’années. Enfin, très brièvement, l’article 
détermine les défis auxquels cette institution devra faire face dans un avenir proche.
Mots-clés: Cour Interaméricaine des Droits de l’Homme, défense publique, Fonds d’Aide 
aux Victimes, accès à la justice.
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I. Introducción

Desde su concepción, el sistema interamericano de protección de los de-
rechos humanos “sistema interamericano” ha sido un sistema dinámico que 
ha ido evolucionando y adaptándose a las necesidades políticas, jurídicas 
y sociales para lograr una mejor protección de los derechos humanos de 
las personas en América.1 De esta manera, las prácticas y funciones de sus 
órganos han sido objeto de constantes y abundantes procesos de diálogo 
sobre cómo hacer más efectivo y accesible el ámbito de protección de los 
derechos humanos.2 En este contexto, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (“Corte IDH o Corte Interamericana”) ha modificado sus 

1   El sistema interamericano de protección de los derechos humanos no fue establecido 
desde un inicio tal como hoy lo conocemos, en lo que respecta a sus órganos, sus instrumen-
tos jurídicos y sus funciones. El proceso, históricamente, va desde la adopción de la Decla-
ración Americana (1948), la creación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(1959), la adopción y entrada en vigor de la Convención Americana (1978), así como la 
posterior puesta en funcionamiento de la Corte Interamericana (1979). Por otro lado, se 
han ido sumando diversos instrumentos internacionales, tales como el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; la Convención Interameri-
cana sobre Desaparición Forzada de Personas; la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Para conocer una descripción detallada y 
una opinión sumamente autorizada sobre el tema, véase Medina, Cecilia, “The Battle of Hu-
man Rights: Gross, Systematic Violations and the Inter-American System”, American Journal 
of International Law, 1988.

2   Para algunas de las discusiones en torno al tema, véase Cançado Trindade, Antônio, 
“El nuevo Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2000): la eman-
cipación del ser humano como sujeto del derecho internacional de los derechos humanos”, 
2000, disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/R06837-2.pdf; Cançado Trindade, An-
tônio, “El nuevo Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2000) y su 
proyección hacia el futuro: la emancipación del ser humano como sujeto del derecho inter-
nacional”; Long, Soray, “Reflexión sobre posibles reformas a los reglamentos de la Comisión 
Interamericana y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, Revista CEJIL, año 3, 
núm. 4, 2008, disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/R21820.pdf; Medina, Cecilia, 
“Modificación de los reglamentos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos al procedimiento de peticiones individuales 
ante la Corte”, Anuario de Derechos Humanos, núm. 7, 2011, disponible en: http://www.corteidh.
or.cr/tablas/r29410.pdf; Gialdino, Rolando, “La Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos y sus reglamentos”, Anuario de Derecho Constitucional latinoamericano, 2006, disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/tablas/R08047-23.pdf.
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reglas de procedimiento en diversas oportunidades, por una parte, para 
hacer más eficiente la administración de justicia3 y, por la otra, para actua-
lizar el rol que juegan las presuntas víctimas en el proceso ante la Corte 
Interamericana.4

En este contexto, la creación y puesta en funcionamiento de la figura 
del defensor público interamericano tiene estricta relación con el perfec-
cionamiento del proceso ante la Corte Interamericana, que ha ido conso-
lidando, cada vez más, el rol protagónico de las presuntas víctimas y del 
Estado demandado en el litigio, permitiendo así que la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (“Comisión” o “Comisión Interamerica-
na”) juegue un papel de “órgano del sistema interamericano afianzando, 
así, el equilibrio procesal entre las partes”.5

II. La evolución del rol de la presunta víctima 
en el proceso ante la Corte

Para comprender mejor la apuesta de la Corte por la creación de una figu-
ra como el defensor público interamericano, es necesario ver las distintas 
etapas por las que ha pasado el rol de la presunta víctima en el proceso ante 
la Corte. En principio, la Convención Americana, de manera explícita, no 
designa un papel a la presunta víctima en el proceso ante la Corte Interame-
ricana. Por el contrario, se establece explícitamente en el artículo 57 de la 
Convención Americana que la Comisión debe comparecer ante la Corte en 
todos los casos sometidos a su competencia. Sin embargo, el rol protagóni-

3   Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Exposición de motivos de la reforma 
reglamentaria de 2009”, disponible en: http://corteidh.or.cr/sitios/reglamento/ene_2009_mo-
tivos_esp.pdf.

4   Acosta, Juana, La protección de víctimas indeterminadas en el sistema interamericano de dere-
chos humanos, Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de Ciencias, 2005, disponi- 
ble en: http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere7/DEFINITIVA/TESIS%2032.pdf; 
Salvioli, Fabián, “Derechos, acceso, y rol de las víctimas, en el sistema interamericano de pro-
tección a los derechos humanos”, El futuro del sistema interamericano de protección a los derechos 
humanos, San José (Costa Rica), IIDH, 1997, disponible en: http://www.oda-alc.org/documen 
tos/1374531407.pdf.

5   Corte Interamericana de Derechos Humanos,“Exposición de motivos de la reforma 
reglamentaria de 2009”, párr. 4.
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co de las presuntas víctimas en el proceso ha ido definiéndose conforme a 
las prácticas adoptadas por la Corte, reguladas por sus distintos reglamen-
tos.6 De esta manera, es posible dividir en cuatro etapas este proceso de 
evolución que atravesó el papel de la presunta víctima dentro del proceso 
ante la Corte Interamericana.

1. Etapa 1: falta de locus standi por parte de las presuntas 
víctimas ante la Corte

En un inicio,7 las presuntas víctimas y sus representantes no contaban 
con locus standi propio ante la Corte ni eran consideradas partes en el pro-
ceso. Se evidencia que la Corte adoptó una postura muy parecida a la de la 
Corte Internacional de Justicia y de su predecesora, la Corte Permanente 
de Justicia, en lo que respecta a la participación de personas individuales en 
el proceso. Por supuesto, esta visión predominante en el derecho interna-
cional público clásico resultaría hoy arcaica, teniendo en cuenta la prolifera-

6   Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (1991), aprobado por 
la Corte en su XXIII periodo ordinario de sesiones, celebrado el 9 al 18 de enero de 1991; 
entró en vigor, de conformidad con el artículo 58 de dicho Reglamento, el 1o. de agosto 
de 1991. Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (1997), aprobado 
por la Corte en su XXXIV periodo ordinario de sesiones, celebrado del 9 al 20 de septiem-
bre de 1996; entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamento, el 1o. 
de enero de 1997. Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2001), 
aprobado por la Corte en su XLIX periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 25 de 
noviembre de 2000; entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamen-
to, el 1o. de junio de 2001. Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(2001), aprobado por la Corte en su XLIX periodo ordinario de sesiones, celebrado del 
16 al 25 de noviembre de 2000, y reformado parcialmente por la Corte en su LXI periodo 
ordinario de sesiones, celebrado del 20 de noviembre al 4 de diciembre de 2003; entró en 
vigor, de conformidad con el artículo 67 de dicho Reglamento, el 1o. de junio de 2001. 
Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2010), aprobado por la 
Corte en su LXXXV periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 28 de noviembre 
de 2009; entró en vigor, de conformidad con el artículo 78 de dicho Reglamento, el 1o. de 
enero de 2010. 

7   Se trata de la época comprendida desde la vigencia del primer Reglamento de la Cor-
te de 1980, incluyendo la vigencia del segundo Reglamento de 1991, hasta la adopción del 
tercer Reglamento el 16 de septiembre de 1996, cuya entrada en vigor fue el 1o. de enero 
de 1997.
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ción de mecanismos de participación de víctimas y el desarrollo también en 
otros sistemas regionales, como el Tribunal Europeo, o de la justicia penal 
internacional a través de la Corte Penal Internacional y sus predecesores. 
De hecho, el primer Reglamento no incorpora expresamente el concepto 
de “víctima” o “presunta víctima”, sino que llama a las personas usuarias del 
sistema interamericano como “parte lesionada”. Este rol ha ido evolucio-
nando hasta considerar a las víctimas como un instituto esencial del sistema 
interamericano.

En esta primera etapa, la Comisión Interamericana ejercía la defensa 
principal en los procesos y las presuntas víctimas cumplían un rol de “ase-
soría”. Evidentemente, la estrategia de litigio y defensa era asumida única 
y exclusivamente por la Comisión.8 Esto traía graves consecuencias a la si-
tuación de las presuntas víctimas, ya que un sistema que fue concebido para 
garantizar sus derechos no estaba escuchando sus voces. El trámite ante la 
Corte IDH se convertía en algo realmente lejano para quienes denunciaban 
las violaciones y la Comisión ejercía el rol primordial. Ante las críticas y 
luego de haber dictado sus primeras sentencias, la Corte permitió en su 
Reglamento de 1991 que la Comisión designara como “delegados” a uno o 
más de los representantes de las presuntas víctimas.9 Esto significaba que 
un abogado o abogada que había representado a nivel interno o interna-
cional podría ser acreditado y participar ante la Corte Interamericana. Por 
supuesto, esta visión aún resultaba limitada, en tanto que la Comisión era el 
actor principal en el proceso y las víctimas no eran consideradas aún como 
una parte procesal propiamente. Si bien la Comisión está en una posición 
privilegiada para conocer los estándares y jurisprudencia del sistema, las 
presuntas víctimas requerirían a un representante que velara por sus pro-
pios intereses de manera particularizada.

8   El Reglamento de la Comisión de 1980 señalaba que “cuando la Comisión decida 
referir un caso a la Corte, el secretario ejecutivo notificará de inmediato al peticionario y 
a la presunta víctima, la decisión de la Comisión, ofreciéndole la oportunidad de formular 
sus observaciones” por escrito sobre la solicitud presentada a la Corte. La Comisión deci-
dirá sobre la acción que habrá de tomar, respecto de estas observaciones. Reglamento de la 
Comisión de 1980, artículo 68.

9   Artículo 22 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
aprobado durante su XXII periodo ordinario de sesiones, celebrado del 9 al 18 de enero 
de 1991.
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2. Etapa 2: posibilidad de participación de las presuntas 
víctimas en la etapa de reparaciones

A partir de 1997, con la entrada en vigor del tercer Reglamento de la 
Corte Interamericana,10 se fue ampliando las posibilidades de participación 
de las presuntas víctimas en el proceso ante la Corte, particularmente en la 
etapa de reparaciones. Sobre este punto en particular, es preciso destacar 
la labor de la Corte respecto del desarrollo del concepto de reparación 
integral, que ha constituido un sello distintivo que ha logrado influir activa 
y positivamente en los diferentes procesos de derechos humanos a lo largo 
del continente y del mundo.11

Por tanto, con el fin de adoptar adecuadas medidas de reparación inte-
gral, para la Corte Interamericana era importante escuchar a las presuntas 
víctimas acerca de las necesidades, los puntos de vista o las solicitudes que 
podrían tener en torno a las medidas de reparación que debían otorgarse. 
En vista de esto, durante este periodo existía la posibilidad de que, en la 
etapa de reparaciones, “los representantes de las [presuntas] víctimas o de 
sus familiares [pudieran] presentar sus propios argumentos y pruebas en 
forma autónoma”.12 Si bien ésta era la primera vez que se permitía que las 

10   Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aprobado por la Corte 
en su XXXIV periodo ordinario de sesiones, celebrado del 9 al 20 de septiembre de 1996; 
entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamento, el 1o. de enero de 
1997.

11   La reparación integral, además de las clásicas categorías de daño material e inmaterial, 
abarca el otorgamiento de innovadoras y más completas medidas, tales como la investigación 
de los hechos, la restitución de los derechos, la rehabilitación física y psicológica, la 
satisfacción mediante actos de perdón público o reconocimiento de responsabilidad 
internacional por parte del Estado o garantías de no repetición. A través de esta facultad, la 
Corte Interamericana ha ordenado medidas emblemáticas para muchos Estados de la región, 
las cuales han colaborado con la consolidación del Estado de derecho y la vigencia de los 
derechos humanos. En su dimensión individual, estas medidas han beneficiado a miles de 
personas, mientras que, en su dimensión colectiva, el impacto social ha permitido reformas 
legislativas, campañas de concientización, implementación de programas sociales a grupos en 
situación de vulnerabilidad, entre otras.

12   Artículo 23 del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
aprobado por la Corte en su XXXIV periodo ordinario de sesiones, celebrado del 9 al 20 de 
septiembre de 1996; entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamento, 
el 1o. de enero de 1997.
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presuntas víctimas, a través de sus representantes, presentaran por escrito 
y de manera autónoma sus pretensiones ante la Corte, cabe destacar que 
las víctimas seguían sin ser consideradas partes en el proceso, y no podían 
participar en otras etapas que no fuera en la decisión sobre las reparaciones.

3. Etapa 3: reconocimiento de la presunta víctima como parte procesal 

Desde 200113 se reconoció a la presunta víctima como parte procesal. Se 
estableció que la Comisión se haría cargo de la notificación del informe de 
fondo a los peticionarios14 y, para el sometimiento de un caso a la Corte, 
se determinó que se debía considerar como criterio fundamental la obten-
ción de justicia en el caso particular y la “posición del peticionario”,15 entre 
otros. 

Por otro lado, se otorgó a las presuntas víctimas o a sus familiares la ca-
pacidad, en cualquier momento del proceso ante la Corte, de hacer valer 
sus intereses y presentar sus pretensiones a través de la remisión de manera 
autónoma de sus escritos de solicitudes, argumentos y pruebas,16 así como 
la posibilidad de participar en las audiencias públicas.17

13   Con la entrada en vigor del Reglamento de la Corte Interamericana adoptado el 24 
de noviembre de 2000, durante el XLIX periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 
al 25 de noviembre de 2000; entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho 
Reglamento, el 1o. de junio de 2001.

14   Artículo 43 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
adoptado en su 109o. periodo extraordinario de sesiones, celebrado del 4 al 8 de diciembre 
de 2000. Dicho Reglamento entró en vigor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
78, el 1o. de mayo de 2001.

15   Artículo 44 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
adoptado en su 109o. periodo extraordinario de sesiones, celebrado del 4 al 8 de diciembre 
de 2000. Este Reglamento entró en vigor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78, 
el 1o. de mayo de 2001.

16   “Después de admitida la demanda, las presuntas víctimas, sus familiares o sus 
representantes debidamente acreditados podrán presentar sus solicitudes, argumentos 
y pruebas en forma autónoma durante todo el proceso”. Artículo 23 del Reglamento de 
la Corte Interamericana adoptado el 24 de noviembre de 2000, durante el XLIX periodo 
ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 25 de noviembre de 2000; entró en vigor, de 
conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamento, el 1o. de junio de 2001.

17   Artículo 40 del Reglamento de la Corte Interamericana adoptado el 24 de noviembre 
de 2000, durante el XLIX periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 25 de noviem-
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Este cambio reglamentario fue un gran paso, puesto que permitía que de 
manera independiente las presuntas víctimas formularan sus pretensiones 
no sólo en cuanto a la reparación como se hacía hasta ese momento, sino 
también podían alegar disposiciones de derecho de manera autónoma, esta-
bleciendo una propia estrategia jurídica con argumentación independiente 
de la presentación del caso por parte de la Comisión.

No obstante, en estos avances aún existían algunas limitaciones impor-
tantes. En primer lugar, estas reformas sólo consideraban que, en caso de 
pluralidad de víctimas, éstas tenían que participar a través de un único in-
terviniente común.18 Teniendo en cuenta que en diversos casos puede exis-
tir una gran cantidad de víctimas y que éstas podrían requerir más de un 
representante, este ámbito aún resultaba un obstáculo para la plena parti-
cipación.

En segundo lugar, en la práctica, la participación de la Comisión conti-
nuaba siendo la de “demandante”, pese a la posibilidad de que las presun-
tas víctimas sean “partes en el caso”. Las discusiones de la época, guiadas 
principalmente por el entonces presidente de la Corte IDH, Antônio A. 
Cançado Trindade, denotan la necesidad de que las presuntas víctimas ten-
gan un rol más protagónico.19 Esta situación no sólo no fue atendida en ese 
momento, sino que hasta el día de hoy perdura, en el sentido de que aún 
únicamente la Comisión (o el Estado) es quien puede someter el caso, y no 
así las presuntas víctimas, de manera directa.

En tercer lugar, en cuanto a la participación en las audiencias públicas, 
si las presuntas víctimas tenían un representante, éste sólo podía participar 
integrando parte de la delegación de la Comisión.20 Es decir, no cabía la po-
sibilidad de participación autónoma en la etapa oral ante el procedimiento. 

bre de 2000; entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamento, el 1o. 
de junio de 2001.

18   Artículo 23.2 del Reglamento de la Corte Interamericana adoptado el 24 de noviembre 
de 2000, durante el XLIX periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 25 de noviem-
bre de 2000; entró en vigor, de conformidad con el artículo 66 de dicho Reglamento, el 1o. 
de junio de 2001.

19   OEA, “Informe del presidente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, juez 
Antônio A. Cançado Trindade, a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo 
Permanente de la Organización de los Estados Americanos (09 de marzo de 2001)”, OEA/
Ser.G/CP/CAJP-1770/01, 16 de marzo de 2001, pp. 1-14.

20   Artículo 22 del Reglamento de la Corte Interamericana adoptado en el XLIX 
periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 25 de noviembre de 2000, y enmendado 
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En cuarto lugar, en 2003, producto de las discusiones originadas en el 
seno de la Organización de los Estados Americanos (OEA), se reformó par-
cialmente el Reglamento, estableciendo que, entre otras cosas, si la deman-
da de la Comisión no contenía los datos de los representantes de la presun-
ta víctima, la Comisión “será la representante procesal de aquellas como 
garante del interés público… a modo de evitar la indefensión de estas”.21

En conclusión, la Comisión jugaba un doble rol en los procesos ante la 
Corte: por un lado, asumía la representación de la presunta víctima, por el 
otro, era la “demandante”, y continuaba siendo un órgano del sistema inte-
ramericano, garante del interés público. Desde una perspectiva crítica, po-
demos evidenciar que, pese a las diversas reformas, aún la Comisión man-
tenía esta posición privilegiada en el procedimiento, la cual podía atentar 
contra la igualdad de las partes en el procedimiento. El desbalance procesal 
es evidente al poder actuar con esta doble calidad, situación que se buscó 
redimir con las posteriores reformas.

4. Etapa 4: rol protagónico de la presunta víctima y del Estado, 
así como la consolidación del equilibrio procesal entre las partes

La reforma del Reglamento de la Corte del 2010 otorgó un papel cen-
tral a las presuntas víctimas, convirtiéndolas, junto con el Estado, en partes 
principales en el proceso ante la Corte. De alguna manera se buscó subsa-
nar las limitaciones ante mencionadas, pero para algunas autoras es aún un 
paso previo a la plena incorporación de las presuntas víctimas como verda-
deros sujetos procedimentales.

A. El rol de la Comisión

Entre otras importantes reformas, el Reglamento de 2010 modificó el 
rol de la Comisión. Ésta dejó de ser una “parte procesal” y pasó a actuar más 

parcialmente durante su LXI periodo ordinario de sesiones, celebrado del 20 de noviembre 
al 4 de diciembre de 2003.

21   Artículo 33.3 del Reglamento de la Corte Interamericana adoptado en el XLIX 
periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 25 de noviembre de 2000, y enmendado 
parcialmente durante su LXI periodo ordinario de sesiones, celebrado del 20 de noviembre 
al 4 de diciembre de 2003.
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como un órgano del sistema interamericano.22 Se afianzó más el equilibrio 
entre las partes, siendo los representantes de las presuntas víctimas quienes 
ejercen plenamente sus facultades de litigio ante la Corte, tanto escrita 
como oralmente. Se redefinió con mayor claridad el papel de la Comisión 
Interamericana como órgano del sistema interamericano, particularmente 
en su rol de garante del interés público interamericano. Dentro del proceso 
se le asignó a la Comisión la tarea de presentación del caso, se limitaron sus 
actuaciones a determinadas cuestiones dentro del proceso y se le otorgó la 
función de presentación de observaciones finales,23 entre otras tareas.

Sin duda, el más reciente cambio reglamentario reasignó el modo en 
que la Comisión operaba frente a la Corte. Una de las principales críticas 
de la reforma es que, si bien se hace énfasis en que la Comisión representa 
el denominado “orden público interamericano”, no queda claro cuál es el 
contenido y alcance de este principio. Al momento de someter un caso ante 
la Corte IDH, la Comisión se refiere a qué aspectos de éste van a servir para 
desarrollar o profundizar la jurisprudencia de la Corte IDH. Pese a que este 
ejercicio intelectual podría realizarse virtualmente respecto de cualquier 
caso, resulta interesante que en la práctica sí se evidencia un control sobre 
qué es considerado de interés regional a través de los peritajes que ofrece la 
Comisión Interamericana. Estos asuntos de interés regional son sustentados 
con los objetos de pruebas periciales que plantea la propia Comisión y que 
deben trascender al interés de las partes en el litigio. No en pocas ocasio-
nes la Corte IDH ha considerado que este objeto no era de interés público 
interamericano.24 Igualmente, es un hecho que, al momento de comparecer 
ante la Corte, la Comisión brinda un análisis de contexto y de la relevancia 

22   Con la entrada en vigor de estas reformas, el proceso ya no se inicia con la demanda 
presentada por la Comisión, sino únicamente con la presentación del informe al que se refiere 
el artículo 50 de la Convención Americana.

23   A diferencia del anterior Reglamento, la Comisión no puede ofrecer testigos y 
declaraciones de presuntas víctimas y, de acuerdo con el artículo 50, sólo en ciertas 
circunstancias podrá ofrecer peritos. En los casos en los que se realice audiencia, la Comisión 
será la que inicie la misma, exponiendo los motivos que la llevaron a presentar el caso. Los 
interrogatorios podrán ser hechos por los representantes de las presuntas víctimas y los del 
Estado. La Comisión podrá interrogar a los peritos en la situación prevista en el artículo 
52. Al cerrar la etapa de alegatos, regulada en el artículo 51.7, la Comisión expondrá sus 
observaciones finales, tal como queda establecido en el numeral 8 del mismo artículo.

24   Corte IDH, Caso Véliz Franco y otros vs. Guatemala, Resolución del presidente de la Corte 
IDH del 10 de abril de 2013, considerando 11.
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que puede tener la temática determinada para la situación de derechos hu-
manos en la región.

Por otro lado, existen quienes consideran que el rol de la Comisión de-
bería ser definido más claramente y permitir su mayor participación en el 
proceso ante la Corte a favor de las víctimas. Para esta postura existe una 
desventaja considerable entre el poder que ejercería el Estado en un proce-
so frente al rol de las presuntas víctimas, quienes requerirían a la Comisión, 
además de sus representantes, para hacer velar sus derechos adecuadamen-
te en el proceso ante la Corte.

B. El rol de las presuntas víctimas

Definitivamente, con la entrada en vigor del nuevo Reglamento, se re-
conoció a la presunta víctima una nueva jerarquía dentro del proceso. La 
presunta víctima, a través de su representante, pasó a ser quien vela direc-
tamente por sus intereses en el litigio. En el caso de múltiples víctimas se 
permite la participación de hasta tres intervinientes comunes de los repre-
sentantes de las víctimas.25

El interés detrás de estos cambios fue reafirmar los principios de contra-
dicción, la igualdad de armas y el balance entre las partes. De esta manera, 
hoy sólo se consideran como partes en el proceso a los representantes de 
las presuntas víctimas y a los Estados. La Comisión mantiene el rol descrito 
con anterioridad donde vela por el orden público interamericano, pero no 
representa formalmente a las presuntas víctimas. 

25   De existir pluralidad de presuntas víctimas o representantes, deberán designar un 
interviniente común, quien será el único autorizado para la presentación de solicitudes, 
argumentos y pruebas en el curso del proceso, incluidas las audiencias públicas. De no haber 
acuerdo en la designación de un interviniente común en un caso, la Corte o su Presidencia 
podrá, de considerarlo pertinente, otorgar plazo a las partes para la designación de un máximo 
de tres representantes que actúen como intervinientes comunes. En esta última circunstancia, 
los plazos para la contestación del Estado demandado, así como los plazos de participación 
del Estado demandado, de las presuntas víctimas o sus representantes y, en su caso, del Estado 
demandante en las audiencias públicas, serán determinados por la Presidencia. Artículo 
25, inciso 2, del Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2010), 
aprobado por la Corte en su LXXXV periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 28 de 
noviembre de 2009; entró en vigor, de conformidad con el artículo 78 de dicho Reglamento, 
el 1o. de enero de 2010.
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III. La creación y puesta en funcionamiento de la figura 
del defensor público interamericano

Con el fortalecimiento de la participación directa de la presunta víctima 
en el proceso ante la Corte —debido a la adopción y entrada en vigor 
del Reglamento de 2009—, se hizo necesario que las presuntas víctimas 
cuenten con una representación adecuada que les permitiera hacer valer 
debidamente sus intereses durante el proceso. Esto llevó a que la Corte 
se decidiera por la creación de una figura como el defensor público in-
teramericano, dotando así de las herramientas necesarias a las presuntas 
víctimas para que pudieran ejercer su defensa en igualdad de armas con 
los Estados, defensa que, por parte de los defensores interamericanos, 
además resultaría gratuita y técnicamente adecuada.

1. Antecedentes en el papel de la defensa pública nacional 
en el sistema interamericano

Desde antes de la creación y puesta en funcionamiento de la figura del 
defensor público interamericano, la defensa pública nacional ha sido un ac-
tor fundamental en la representación legal de las presuntas víctimas ante el 
sistema interamericano. De esta manera, en varias ocasiones defensores o 
defensoras públicas nacionales han actuado velando por los intereses de las 
presuntas víctimas en procesos ante la Corte Interamericana, presentándo-
se como amici curiae o solicitando medidas provisionales.

Por ejemplo, en el caso Mendoza y otros vs. Argentina26 —así como 
en los casos Fermín Ramírez27 y Raxcacó Reyes,28 ambos en contra de 
Guatemala—, la representación legal de las víctimas fue ejercida ínte-
gramente durante el proceso ante la Corte Interamericana por defensores 

26   Corte IDH, Caso Mendoza y otros vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del 14 de mayo de 2013.

27   Corte IDH, Caso Fermín Ramírez vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del 20 de junio de 2005.

28   Corte IDH, Caso Raxcacó Reyes vs. Guatemala. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del 15 de septiembre de 2005.
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públicos.29 Esto fue con anterioridad a la existencia del defensor público 
interamericano. Cabe destacar que en diversas legislaciones nacionales, en-
tre las que destacan particularmente las de Argentina30 y Guatemala,31 se 
reconoce explícitamente la facultad a la defensa pública para asumir la re-
presentación legal de presuntas víctimas ante organismos internacionales. 
Por el contrario, diversos Estados no incluyen explícitamente la posibilidad 
de que se realice esta representación internacional por parte de las defensas 
públicas contra el propio Estado. Cabría preguntarse si esto supondría una 
imposibilidad para poder ejercer la representación internacional de las víc-
timas o si el vacío legal puede dar lugar a su actuación. En el caso de la de-
fensa pública interamericana, como veremos más adelante, el Reglamento 
Único prevé la posibilidad de que la normativa nacional no permita que la 
defensa pública de un determinado Estado ejerza el rol de representante en 
contra del propio Estado, en cuyo caso no se designará un defensor público 
interamericano de ese Estado. 

La importancia de la defensa pública es evidente, teniendo en cuenta 
lo íntimamente ligada que se encuentra su implementación y adecuado 
funcionamiento con el derecho al acceso a la justicia. Esto se manifiesta 
tanto en lo que respecta a las garantías del debido proceso32 como en re-
lación con el acceso a un recurso judicial efectivo.33 Es frecuente que la 
desigualdad económica o social de las personas litigantes se refleje, por 
un lado, en una imposibilidad total de acceder a la justicia y, por el otro, 

29   En el caso Fermín Ramírez, la representación de las víctimas estuvo a cargo del Instituto 
de la Defensa Pública Penal de Guatemala (IDPPG) y del Instituto de Estudios Comparados 
en Ciencias Penales de Guatemala (IECCP). En el caso Raxcacó Reyes, la representación estuvo 
ejercida por el IDPPG y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (Cejil).

30   “Patrocinar y asistir técnicamente, en forma directa o delegada, ante los organismos 
internacionales que corresponda, a las personas que lo soliciten”. Artículo 51, inciso V, de 
la Ley 24.946 (Ley Orgánica del Ministerio Público) de la República de Argentina (1998).

31   Entre las funciones de los defensores públicos se encuentra “[r]ecurrir a las instancias 
internacionales cuando el caso lo exija”. Reglamento del Servicio Público de Defensa Penal, 
artículo 17.q). Acuerdo de Consejo 04-99. 

32   Artículo 8o. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada el 22 de 
noviembre de 1969, y entró en vigor el 18 de julio de 1978, conforme al artículo 74.2 de la 
Convención.

33   Artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada el 22 de 
noviembre de 1969, y su entrada en vigor fue el 18 de julio de 1978, conforme al artículo 
74.2 de la Convención.
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en una desigual defensa en el juicio. Al respecto, el Tribunal ha entendido 
la disponibilidad de una defensa legal gratuita y la posibilidad de afrontar 
los costos del proceso que resultan fundamentales para la exigibilidad de 
todos los derechos.34 

Por tanto, como parte de sus obligaciones internacionales, el Estado debe 
adoptar mecanismos internos que aseguren el cumplimiento de su obliga-
ción positiva de remover esos obstáculos para garantizar un efectivo dere-
cho a ser oído por un tribunal. Dentro de estos mecanismos se encuentra la 
defensa pública, la cual ha sido y continúa siendo uno de los elementos de 
inestimable valor instrumental para lograr el objetivo de acceso a la justicia. 
En su jurisprudencia, la Corte ha delimitado cuáles son los elementos para 
una adecuada defensa técnica; por ejemplo, en el caso Ruano Torres y otros 
vs. El Salvador presenta las situaciones que constituyen “una negligencia 
inexcusable o una falla manifiesta”.35 Para ejemplificar los actos violatorios 
de las obligaciones de los defensores públicos, la Corte hace referencia al 
caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, en el cual la defensora 
pública no estuvo durante el interrogatorio y sólo se hizo presente para que 
pudiera iniciar la declaración y al finalizar la misma, una acción claramente 
incompatible con la obligación establecida en el artículo 8.2.e) de la Con-
vención Americana.36 Otro de los puntos importantes señalados por la 
Corte IDH en cuanto a la defensa técnica es “la interdicción de subordinar 
los intereses de su defendido a otros intereses sociales o institucionales”.37 
Es decir, se debe velar siempre por los intereses del representado, para lo 
cual la Corte IDH ha considerado oportuno que se garantice la necesa-
ria “autonomía funcional y financiera de las defensorías públicas”.38 En esta 

34   El artículo 8.2 de la Convención Americana consagra que durante el proceso toda 
persona tiene derecho, en plena igualdad, entre otras, a las siguientes garantías mínimas: 
“d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de 
su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; e) derecho irrenunciable 
de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la le-
gislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro 
del plazo establecido por la ley”.

35   Corte IDH, Caso Ruano Torres y otros vs. El Salvador. Fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia del 5 de octubre de 2015, Serie C, núm. 303, párr. 166.

36   Ibidem, párr. 165
37   Ibidem, párr. 158.
38   Ibidem, párr. 163.
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misma línea, los Estados de la región a través del máximo órgano político 
de la OEA, la Asamblea General han reafirmado la necesidad de dicha au-
tonomía.39

Por su parte, desde antes de la existencia del defensor público interame-
ricano, la Corte ha entendido la importancia que tiene el fortalecimiento 
de la figura del defensor público nacional y, por tanto, ha venido realizando 
diversas capacitaciones a las diversas instituciones nacionales, dotándolas de 
herramientas necesarias para robustecer sus capacidades.40

2.  El defensor público interamericano

Al entrar en vigor el nuevo Reglamento de la Corte Interamericana se 
reafirma el papel de las presuntas víctimas y los Estados como únicas partes 
en el proceso, por lo que resultó necesario “garantizar que toda presunta 
víctima tenga un abogado que haga valer sus intereses ante la Corte”,41 evi-
tando, además, que las dificultades económicas impidan contar con repre-
sentación legal. Como habíamos señalado, tanto conceptualmente como en 
la práctica, la Comisión Interamericana ha dejado de actuar como una parte 
más en el proceso, por lo que se eliminó la posibilidad de que represente a 
las víctimas.42 Surgió, entonces, la necesidad de crear una figura similar a la 

39   OEA, Resolución AG/RES. 2821 (XLIV-O/14), “Hacia la autonomía y fortalecimiento 
de la defensa pública oficial como garantía de acceso a la justicia”, XLIV periodo ordinario de 
sesiones, Asunción (Paraguay), aprobada en la segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio 
de 2014.

40   Antes de la existencia de la figura del defensor público interamericano, la Corte 
realizó diversas capacitaciones a defensores públicos nacionales, entre las que destacan las 
siguientes: el Primer Programa de Capacitación en Sistema Interamericano para Defensores 
Públicos Oficiales de América se llevó a cabo del 11 al 15 de agosto de 2008 en la ciudad 
de Montevideo, Uruguay, en el marco del XXXV periodo extraordinario de sesiones de la 
Corte IDH; el Segundo Programa de Capacitación se realizó durante el XXXVII periodo 
extraordinario de sesiones de la Corte IDH, del 1o. al 5 de diciembre en la Ciudad de México; 
el Tercer Programa de Capacitación se efectuó durante el XXXVIII periodo extraordinario de 
sesiones de la Corte IDH, en Santo Domingo, República Dominicana; el Cuarto Programa 
de Capacitación se realizó en Chile, del 27 al 30 de abril de 2009, en el marco del XXXIX 
periodo extraordinario de sesiones de la Corte IDH. 

41   Corte IDH, “Exposición de motivos del Reglamento de la Corte de 2009”, párr. 4.
42   Medina, Cecilia. “Modificación de los reglamentos…”, op. cit., pp. 117-126.
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defensa pública nacional, pero que pudiera actuar a nivel internacional, que 
se le denominó “defensor público interamericano”.

Dado el caso en que una o algunas presuntas víctimas no cuenten con 
representación legal en el procedimiento ante la Corte, el Tribunal podrá 
determinar la necesidad de que se le designe un defensor para que asuma 
la representación durante la tramitación del caso.43 Al respecto, la Corte ha 
entendido que para la efectiva defensa de los derechos humanos y la con-
solidación del Estado de derecho es necesario, entre otros, que se asegure 
a todas las personas las condiciones necesarias para que puedan acceder a 
la justicia tanto nacional como internacional y hagan valer efectivamente 
sus derechos y libertades. El proveer de asistencia legal a aquellas personas 
que carecen de recursos económicos o que carecen de representación legal 
evita, por un lado, que se produzca una discriminación en lo que respecta 
al acceso a la justicia, pues no hace depender ésta de la posición económica 
del justiciable, y, por el otro, permite una adecuada defensa técnica en el 
juicio.44 Para cumplir con tales objetivos, la labor del defensor público inte-
ramericano se complementa con el “Fondo de Asistencia Legal a Víctimas”, 
el cual les provee de los recursos necesarios para la preparación del caso 
ante la Corte, según veremos más adelante.

3. El rol de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) 
y el proceso de designación del defensor público interamericano

Resulta interesante ver que la Corte IDH optó por una salida muy par-
ticular a la hora de implementar la defensa pública interamericana. En lugar 
de crear un cuerpo nuevo de representantes legales que ejerzan la defensa 
técnica internacional de manera autónoma, se asoció con la AIDEF, que es 

43   Artículo 37 del Reglamento de la Corte Interamericana de 2009, aprobado por la 
Corte en su LXXXV periodo ordinario de sesiones, celebrado del 16 al 28 de noviembre de 
2009; entró en vigor el 1o. de enero de 2010, de conformidad con el artículo 78 de dicho 
Reglamento.

44   Acuerdo de Entendimiento entre la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), suscrito el 25 de septiembre 
de 2009, y que entró en vigor el 1o. de enero de 2010, de conformidad con el artículo 
8o. de dicho acuerdo, considerando tercero. Corte IDH, Informe anual de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 2010, San José, OEA, 2011, p. 18.
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la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas. Es una institución de 
carácter civil,45 no lucrativa, apolítica, no religiosa, social y cultural integra-
da por las instituciones estatales de defensorías públicas y asociaciones de 
defensores públicos de América, que tienen a su cargo la representación, la 
asesoría y la defensa técnica en juicio de las personas.46 Entre las institucio-
nes estatales y asociaciones miembros se encuentran aquellas provenientes 
de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Gua-
temala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Uruguay y Venezuela.47

De esta manera, la Corte Interamericana y la AIDEF firmaron un Acuer-
do de Entendimiento con la Asociación Interamericana de Defensorías 
Públicas (AIDEF) en 2009, el cual entró en vigor el 1o. de enero de 2010, 
y el 7 de junio de 2013 fue aprobado por el Consejo Directivo de la AIDEF 
el “Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos”.48 Este Reglamento fue actualizado por un nuevo Regla-
mento, adoptado el 3 de septiembre de 2018,49 que regula tanto el proceso 

45   La AIDEF se creó el 18 de octubre de 2003 en la ciudad de Río de Janeiro, Brasil, en 
ocasión de la celebración del II Congreso Interamericano de Defensorías Públicas. El Estatuto 
de la AIDEF se constituyó jurídicamente en Montevideo, Uruguay, el 25 de mayo de 2009. 
Para acceder al Estatuto: http://www.aidef.org/wtksite/downloads/ESTATUTO.pdf.

46   Acuerdo de Entendimiento entre la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), suscrito el 25 de septiembre 
de 2009, y que entró en vigor el 1o. de enero de 2010, de conformidad con el artículo 8o. de 
dicho Acuerdo, considerando segundo.

47   Entre los fines de la AIDEF destacan: “i) [d]efender la plena vigencia y eficacia de los 
derechos humanos y las garantías reconocidos en las normas de la Declaración Americana…, y 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos”, y “ii) [p]ropiciar que las legislaciones 
existentes en los países americanos y del Caribe y sus reformas, respeten y hagan efectivas las 
garantías contempladas en los tratados internacionales de Derechos Humanos, especialmente 
aquellas que protegen los derechos de los grupos sociales más vulnerables”. Estatuto de 
la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas, adoptado el 5 de mayo de 2009, 
disponible en: http://www.aidef.org/wtk/pina/estatuto.

48   Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aprobado el 7 de 
junio de 2013 por el Consejo Directivo de la AIDEF, y su entrada en vigor, de conformidad 
con el artículo 27 de dicho Reglamento, fue el 14 de junio de 2013.

49   Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, aprobado el 
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ante la Corte IDH como ante la Comisión Interamericana y se le conoce 
como “Reglamento Unificado”.

La Secretaría General selecciona dentro de sus miembros a un cuerpo de 
veintiún defensores públicos interamericanos por un periodo máximo de tres 
años, pudiendo ser reelegidos por un solo periodo consecutivo. Cada Estado 
integrante de la AIDEF propone dos defensores públicos, “quienes deberán 
tener formación en derechos humanos”.50

A su vez, ya en el marco de la tramitación del caso contencioso ante la 
Corte IDH, es necesario cumplir con una serie de pasos para que la de-
signación de un defensor público interamericano se vuelva operativa en 
la práctica. Cuando alguna presunta víctima no cuente con representación 
legal y/o carezca de recursos económicos en un caso y manifieste su vo-
luntad de ser representada por un defensor interamericano, la Corte lo 
comunicará al coordinador general de la AIDEF, para que dentro del plazo 
de diez días designe al defensor o defensora que asumirá la representación y 
defensa legal. La Secretaría General de la AIDEF seleccionará dos defenso-
res titulares y uno suplente51 del cuerpo de defensores públicos interame-
ricanos para que realicen esta representación ante la Corte. Por su parte, el 
Tribunal les remitirá a éstos la documentación referente a la presentación 
del caso ante el Tribunal, de modo que éstos asuman desde ese momento la 
representación legal de la presunta víctima ante la Corte.

Existen criterios objetivos y subjetivos para la designación de un defen-
sor público interamericano.52 En cuanto a los objetivos, en primer lugar, 
hay que reiterar que se tratan de dos personas, de entre las cuales una 
provendrá del Estado demandando, mientras que la otra de uno diferen-
te. Resulta interesante esta apuesta por balancear que se trate de una 

3 de septiembre de 2018 por el Consejo Directivo de la AIDEF, y que entró en vigor, de 
conformidad con el artículo 27 de dicho Reglamento, el 14 de junio.

50   Idem.
51   Artículo 12 del Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
aprobado el 3 de septiembre de 2018 por el Consejo Directivo de la AIDEF, y que entró en 
vigor, de conformidad con el artículo 27 de dicho Reglamento, el 14 de junio.

52   Artículos 12 y 13.1 del Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, aprobado el 3 de septiembre de 2018 por el Consejo Directivo de la AIDEF, y que 
entró en vigor, de conformidad con el artículo 27 de dicho Reglamento, el 14 de junio.
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persona cercana a la realidad y legislación nacional, en tanto que la otra 
sea alguien que parecería tener suficiente independencia y lejanía con el 
asunto, contexto o situación al no ser nacional del Estado demandado. 
Por supuesto, el Reglamento Unificado también prevé expresamente el 
hecho de que, en el Estado demandado, la defensa pública esté impedida 
legalmente de ejercer la defensa internacional en contra de dicho Estado. 
También puede ocurrir que dentro del cuerpo de los veintiún defensores 
interamericanos previamente designados no se encuentre uno de naciona-
lidad del Estado previamente concernido. Para ambos supuestos se le de-
signará a la víctima un defensor interamericano de otra nacionalidad. Esto 
ha ocurrido en varios casos de Perú y Venezuela, donde se han designado 
defensores públicos interamericanos de otras nacionalidades diferentes a 
las de los respectivos Estados.

Respecto de los criterios subjetivos, si bien el Reglamento los denomina 
como tales, soy de la opinión que éstos, además de ser subjetivos, son sus-
tanciales, ya que se refieren a la materia sobre la cual versará el caso que van 
a representar. Se trata de cuatro criterios: A) la índole de los derechos vio-
lados; B) las circunstancias del caso; C) la formación curricular y académica 
del defensor público interamericano, y D) que la experiencia del defensor 
esté relacionada con los incisos A y B.

En cuanto a la formación que puedan tener los defensores públicos in-
teramericanos, es preciso destacar que, en el marco del Acuerdo entre la 
Corte y la AIDEF, la Corte ha venido realizando diversos cursos y pro-
gramas de capacitación a los defensores públicos interamericanos con el 
fin de mantener su perfil profesional y académico elevado.53 Igualmente, 

53   Éstos son los cursos y programas de capacitación impartidos: Quinto Programa de 
Capacitación para Defensores Públicos Interamericanos (23-27 de agosto de 2010), San José, 
Costa Rica; Programa de Capacitación en Sistema Interamericano para Defensoras y Defensores 
Públicos Oficiales de Costa Rica (8, 15, 22 y 29 de marzo de 2011), San José, Costa Rica; 
Curso de Formación para Defensores Interamericanos, “Estudio profundizado de estándares 
internacionales sobre derechos humanos, 2011”, Santiago, Chile; Programa de Capacitación en 
Sistema Interamericano para Defensoras y Defensores Públicos Oficiales de Costa Rica (7, 14, 
21 y 28 de marzo de 2012), San José, Costa Rica; Formación de la Corte Interamericana, junto 
con el Centro de Derechos Humanos de la Universidad de Chile (27 al 31 de agosto de 2012), 
Santiago, Chile; Curso de Formación para Defensores Interamericanos, “Estudio profundizado 
de estándares internacionales sobre derechos humanos” (27-31 de agosto de 2012), San 
José, Costa Rica; Programa de Capacitación a Defensa Pública de Costa Rica (16 de abril de 
2013), San José, Costa Rica; Taller para Defensores Públicos sobre el Sistema Interamericano 
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entre los compromisos asumidos por la AIDEF se encuentra el “capacitar 
en forma permanente al cuerpo de defensores públicos interamericanos”, 
así como el realizar convenios o acuerdos con instituciones públicas y pri-
vadas “…a fin de garantizar que expertos en materia de derechos humanos, 
consultores técnicos en disciplinas sociales, intérpretes y traductores cali-
ficados colaboren en la actuación y capacitación de los defensores públicos 
interamericanos’’.54 Más aún, existe el compromiso por parte de los defen-
sores públicos interamericanos de asistir “obligatoriamente a los cursos de 
capacitación organizados por la AIDEF”.55

Parece ser que la apuesta que ha realizado la Corte Interamericana en la 
designación de defensores públicos interamericanos dentro de las filas de 
la AIDEF está apuntando a, por lo menos, tres objetivos: primero, que las 
presuntas víctimas cuenten con una representación gratuita, puesto que 
los miembros de la AIDEF —de conformidad con el Acuerdo de Entendi-
miento y el Reglamento— sólo podrán cobrar por los gastos que origine la 
defensa; segundo, que dicha defensa no sea sólo gratuita, sino también de 
calidad, ya que, como vimos, los defensores reciben constante capacitación 
y tienen un alto grado de expertise en la materia, y tercero, teniendo en 
cuenta que entre los fines de la AIDEF se encuentra la promoción de los es-
tándares internacionales en materia de derechos humanos, ésta se convierte 
en una excelente plataforma de difusión y promoción del derecho interna-
cional de los derechos humanos, en constante diálogo y colaboración con la 
Corte Interamericana.56

y Seminario Internacional de Acceso a la Justicia en el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos (17-19 de junio de 2013), Santiago, Chile; Programa de Capacitación a Defensores 
Públicos Interamericanos (18-20 de agosto de 2014), San José, Costa Rica.

54   Artículos 7o. y 12 del Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, aprobado el 3 de septiembre de 2018 por el Consejo Directivo de la AIDEF, y 
que entró en vigor, de conformidad con el artículo 27 de dicho Reglamento, el 14 de junio.

55   Artículo 12 del Reglamento Unificado para la actuación de la AIDEF ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
aprobado el 3 de septiembre de 2018 por el Consejo Directivo de la AIDEF, y que entró en 
vigor, de conformidad con el artículo 27 de dicho Reglamento, el 14 de junio.

56   Por ejemplo, el 25 de marzo de 2014 se realizó en Washington, Estados Unidos, una 
reunión entre el presidente del Tribunal, el vicepresidente, el secretario (los jueces Humberto 
Sierra Porto, Roberto F. Caldas y Pablo Saavedra Alessandri, respectivamente) y diversos 
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4. La puesta en marcha del defensor público interamericano

Como toda gran idea, su pertinencia y utilidad no se encuentran pro-
badas si no ha sido trasladada al terreno práctico. Desde la creación de la 
figura del defensor público interamericano, la Corte, en coordinación con 
la AIDEF, ha designado estos defensores en dieciocho casos.57 Esto refleja 
cómo, en la práctica, este mecanismo viene siendo utilizado por las presun-
tas víctimas y permite que se concrete la representación legal de aquellas 
que no contaban con asistencia adecuada desde un inicio del proceso ante la 
Corte hasta la emisión de la sentencia. 

IV. Aspectos procesales relevantes

1. Autonomía de la defensa, gratuidad y rol de la víctima

Con la nueva posición de las víctimas dentro del proceso como una parte 
procesal, se garantiza que toda presunta víctima tenga una representación 
legal que haga valer sus intereses ante la Corte, función que es esencial, 
toda vez que la Comisión ya no puede asumir esta representación.

No se requiere acreditar la carencia de recursos económicos para la 
solicitud de designación de un defensor público interamericano, sino que 
basta con que la presunta víctima no cuente con una representación legal. 
Cabe destacar que ésta es una diferencia fundamental con la posibilidad de 
acceder a la representación legal de un defensor interamericano en el pro-
ceso de peticiones individuales ante la Comisión Interamericana, donde la 
designación está limitada a que la presunta víctima pruebe la carencia de 
recursos económicos. Lo mismo ocurre con el acceso al Fondo de Asis-
tencia Legal a las Víctimas, donde no sólo se requiere que se pruebe esta 
condición, sino que en ocasiones se ha denegado.58

miembros de la AIDEF de diferentes países. Dicha reunión tuvo como propósito evaluar el 
funcionamiento de la figura del defensor interamericano.

57   Corte IDH, Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, p. 145.
58   Corte IDH, Caso del Penal Miguel Castro vs. Perú. Supervisión de cumplimiento de 

sentencia. Resolución del presidente en ejercicio de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos del 7 de agosto de 2013.
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2. Designación ante la falta de representación legal de las víctimas

La figura del defensor público interamericano también ha servido para su-
fragar la inexistencia de un representante o, incluso, la falta de respuesta por 
parte de las víctimas o de sus familiares. Por ejemplo, en el caso Martínez 
Coronado vs. Guatemala, el Instituto de la Defensa Pública Penal de Guate-
mala había actuado como representante de las víctimas ante la Comisión In-
teramericana. Sin embargo, la Corte no obtuvo respuesta, en tres comunica-
ciones, sobre la confirmación de la representación de la presunta víctima en 
el proceso ante este tribunal internacional. Es por ello que la Corte decidió 
otorgar la representación al defensor público interamericano.59

3. Momento procesal en que intervienen los defensores 
públicos interamericanos

El defensor público interamericano puede ser designado en cualquier 
momento en el proceso. Sin embargo, su designación en una etapa no in-
valida lo actuado; por ejemplo, en el caso Canales Huapaya vs. Perú, con 
anterior a la designación del defensor público interamericano, las presun-
tas víctimas ya habían presentado el escrito de solicitudes y argumentos y 
pruebas, que es el instrumento inicial en el procedimiento escrito ante la 
Corte IDH, luego del escrito de sometimiento del caso por parte de la Co-
misión Interamericana. En este caso, la Corte no interrumpió el procedi-
miento ni solicitó un escrito nuevo, sino que consideró que debían atenerse 
a la intervención posterior conforme el Reglamento.

4. Cambio de la defensoría pública interamericana 
por representación legal propia

Siendo la representación legal eminentemente voluntaria, las presuntas 
víctimas pueden optar por cambiar la representación en cualquier momen-

59   Corte IDH, Caso Martínez Coronado vs. Guatemala. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
del 10 de mayo de 2019, Serie C, núm. 376, párr. 5.
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to en el proceso. Por ejemplo, en el caso Canales Huapaya vs. Perú, una 
vez dictada la sentencia una de las víctimas decidió nombrar un propio re-
presentante, que interpuso una solicitud de interpretación de la sentencia. 
Los defensores públicos interamericanos se mantuvieron en la defensa de 
la otra víctima.60

Igualmente, en el caso Zegarra Marín vs. Perú, luego de un año y medio 
en el proceso se cambió a la defensora pública interamericana. Esta situa-
ción se encuentra consignada en la sentencia del caso, pero no se explican 
cuáles habrían sido los motivos para este cambio que se dio un año después 
de su designación como defensora pública interamericana para ese caso.61

5. Impugnación por parte de las víctimas del defensor 
público interamericano

El Reglamento Unificado regula la posibilidad de excluir de un caso en 
particular a un defensor interamericano. Se trata de los supuestos con-
templados en el artículo 21, que pueden ser resumidos en: A) una situa-
ción de conflicto insuperable de interés, ya sea con la víctima o con el 
Estado demandado; B) se comprometa la integridad física o psíquica, de 
forma que impida el ejercicio de una defensa técnica eficaz del defensor 
público interamericano; C) la víctima rechace la defensa “por alguna causa 
fehacientemente justificada”, y D) se incumpla con requerimientos for-
males establecidos en el artículo 9o. del Reglamento y “ello derive en una 
afectación de una defensa técnica eficaz en el caso concreto”.

En la práctica de los diez años de la defensa pública interamericana, he-
mos podido identificar tres situaciones en que se ha buscado excluir a los 
defensores públicos interamericanos, todas ellas vinculadas con su nacio-
nalidad. En los casos Furlán y Jenkins, ambos contra Argentina, y el caso 
Amrhein y otros vs. Costa Rica, las víctimas mostraron su desconfianza 

60   Corte IDH, Caso Canales Huapaya y otros vs. Perú. Interpretación de la sentencia de 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 21 de noviembre de 2016, 
Serie C, núm. 321, nota al pie de p. 1.

61   Corte IDH, Caso Zegarra Marín vs. Perú. Interpretación de la sentencia de excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 8 de febrero de 2018, Serie C, núm. 
347, párr. 4 y nota al pie 2.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2022 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive



EL
 R

O
L 

D
E 

LA
 D

EF
EN

SA
 P

Ú
BL

IC
A 

IN
TE

RA
M

ER
IC

A
N

A

501Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXII, 2022, pp. 477-508

ante la nacionalidad de los defensores públicos interamericanos, al ser la 
misma del Estado demandado. Esta “impugnación” se realizó en las etapas 
iniciales del proceso ante la Corte IDH.

Resulta interesante ver que esta problemática fue superada en el caso 
Furlán, ya que la presidencia de la Corte IDH en el marco de la tramita-
ción del proceso respondió a las inquietudes de la víctima. Se le indicó, 
entre otras cosas, que, si bien el defensor público interamericano se trata-
ría de un funcionario argentino, debe velar por los intereses de la víctima. 
Agregó que la designación de una persona argentina en este caso tiene 
que ver más bien con cuestiones prácticas, relacionadas con mantener una 
comunicación “constante y cercana” con la víctima, así como “la experticia 
sobre el derecho interno que en muchos casos es necesaria para litigar ante 
la Corte IDH”.62

No obstante, esta situación no fue superada en el caso Jenkins vs. Argen-
tina, donde se optó por cambiar a la defensora interamericana inicialmente 
designada por una de nacionalidad paraguaya.63 En el mismo sentido, en el 
caso Amrhein y otros vs. Costa Rica, que es un caso con múltiples víctimas, 
ante la desconfianza de dos de las víctimas de contar con defensores públi-
cos de nacionalidad costarricense, se incorporó una defensora interameri-
cana de nacionalidad nicaragüense.

6. El Fondo de Asistencia Legal a las Víctimas

Tal como se había mencionado anteriormente, la labor del defensor pú-
blico interamericano se complementa con el Fondo de Asistencia Legal a las 
Víctimas de la Corte Interamericana. En 2008, la Asamblea General de 
la OEA creó el Fondo de Asistencia de la Corte y encomendó al Consejo 
Permanente de la OEA su reglamentación.64 Dicho Fondo de Asistencia fue 
creado con el “objeto [de] facilitar el acceso al sistema interamericano de 

62   Corte IDH, Caso Furlán y familiares vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del 31 de agosto de 2012, Serie C, núm. 246, nota al pie 6.

63   Corte IDH, Caso Jenkins vs. Argentina. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia del 26 de noviembre de 2019, Serie C, núm. 397, párr. 5.

64   OEA, AG/RES. 2426 (XXXVIII-O/08), Resolución adoptada por la Asamblea General 
de la OEA durante la celebración del XXXVIII periodo ordinario de sesiones de la OEA, en 
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derechos humanos a aquellas personas que actualmente no tienen los re-
cursos necesarios para llevar su caso al sistema”.65 Según lo dispuesto en el 
Reglamento adoptado por el Consejo Permanente en noviembre de 2009, 
el Fondo de Asistencia del Sistema Interamericano consta de dos cuentas 
separadas: una correspondiente a la Comisión Interamericana y otra corres-
pondiente a la Corte Interamericana.66

La manera en la que el Fondo de Asistencia del Sistema Interamericano 
es financiado consiste en que éste depende de los “aportes de capital volun-
tarios de los Estados miembros de la OEA, de los Estados Observadores 
Permanentes, y de otros Estados y donantes que deseen colaborar”.67 Asi-
mismo, conforme al artículo 4o. del Reglamento aprobado por el Consejo 
Permanente, corresponde a la Corte Interamericana reglamentar los requi-
sitos de elegibilidad para solicitar la asistencia, así como el procedimiento 
para la aprobación de la misma.

En este sentido, el 4 de febrero de 2010 se emitió el Reglamento de la 
Corte sobre el Funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal de Vícti-
mas (en adelante, FALV), el cual entró en vigor el 1o. de junio de 2010. 
Asimismo, el 1o. de marzo de 2011 entró en vigor el Reglamento de la 
Comisión Interamericana sobre el Fondo de Asistencia Legal del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos.

El FALV tiene como objeto facilitar el acceso al sistema interamericano 
de derechos humanos a aquellas personas que actualmente no tienen los 
recursos suficientes para llevar su caso ante el Tribunal. Una vez que la pre-
sunta víctima acredita no disponer de recursos económicos suficientes, la 
Corte decide aprobar mediante resolución las oportunas erogaciones, con 
el objeto de que sean satisfechos los gastos derivados del proceso.

la cuarta sesión plenaria, celebrada el 3 de junio de 2008, “Creación del Fondo de Asistencia 
Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”, párr. dispositivo 2.b.

65   Ibidem, párr. dispositivo 2.a; OEA, CP/RES. 963 (1728/09), Resolución adoptada 
el 11 de noviembre de 2009 por el Consejo Permanente de la OEA, “Reglamento para el 
Funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos”, artículo 1.1.

66   Artículo 3.1 del Reglamento para el Funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, CP/RES. 963 (1728/09).

67   Artículo 2.1 del Reglamento para el Funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, CP/RES. 963 (1728/09).
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De esta manera, una vez que el caso ha sido presentado ante la Corte, 
toda víctima que no cuente con los recursos económicos necesarios para 
soportar los gastos generados por el litigio podrá solicitar expresamente 
acogerse al FALV.68 Si bien la representación legal por parte del defensor 
interamericano es gratuita, éste puede cobrar únicamente los gastos que la 
defensa le origine.69 Aquí es donde entra en juego el FALV, ya que, de con-
formidad con el Acuerdo de Entendimiento entre la Corte Interamericana 
y la AIDEF,70 “[l]a Corte Interamericana… sufragará, en la medida de lo 
posible, y a través del Fondo de Asistencia Legal de Víctimas, los gastos ra-
zonables y necesarios en que incurra el defensor interamericano designado”. 
Por su parte, el defensor designado “deberá presentar ante la Corte todos los 
comprobantes necesarios que acrediten los gastos en que se ha incurrido con 
motivo de la tramitación del caso ante ésta”.71 Por ejemplo, en el caso Furlán 
y familiares vs. Argentina, la AIDEF corrió con los gastos de la realización de 
una prueba cognitiva para la víctima, con el objeto de sustentar las medidas 
de reparación pertinentes. Al momento de dictar el fallo, la Corte ordenó el 
reintegro por parte del Estado de estos gastos al FALV. 

Una vez culminado el proceso, dentro de la sentencia, la Corte evalua-
rá la procedencia de ordenar al Estado demandado el reintegro al Fondo 

68   De acuerdo con el Reglamento, la presunta víctima que desee acogerse a dicho Fon- 
do deberá hacerlo saber a la Corte en su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas. 
Además, deberá demostrar, mediante declaración jurada y otros medios probatorios idóneos 
que otorguen pautas de convicción al Tribunal, que carece de recursos económicos suficientes 
para solventar los costos del litigio ante la Corte e indicar con precisión qué aspectos de 
su participación requieren el uso de recursos del Fondo. La presidencia de la Corte será la 
encargada de evaluar cada una de las solicitudes que se presenten, determinar su procedencia 
o improcedencia e indicar, en su caso, qué aspectos de la participación se podrán solventar 
con el Fondo de Asistencia Legal de Víctimas. Artículo 2o. del Reglamento de la Corte 
Interamericana sobre el funcionamiento del Fondo de Asistencia Legal a las Víctimas.

69   Artículo 4o. del Acuerdo de Entendimiento entre la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), suscrito el 25 de 
septiembre de 2009, y que entró en vigor el 1o. de enero de 2010, de conformidad con el 
artículo 8o. de dicho Acuerdo.

70   Cabe destacar que el Reglamento del Fondo de Asistencia no menciona expresamente 
al defensor público interamericano ni la posibilidad de que éste se acoja al Fondo.

71   Artículo 4o. del Acuerdo de Entendimiento entre la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), suscrito el 25 de 
septiembre de 2009, y que entró en vigor el 1o. de enero de 2010, de conformidad con el 
artículo 8o. de dicho Acuerdo.
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de las erogaciones en que se hubiera incurrido e indicará el monto total 
adeudado.72

7. Perspectiva comparada

La propuesta del sistema interamericano es entonces única y singular. 
En ninguno de los otros sistemas regionales existe una apuesta por la de-
fensa pública nacional, sino que se recurre a un fondo para que las víctimas 
recurran a la defensa privada. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
atribuye un presupuesto, fijado por el secretario del Tribunal,73 al recurren-
te para que elija un abogado privado como representación legal.74 La Corte 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos sigue la misma línea que 
su homóloga europea, otorgando a las partes “una representación y/o una 
asistencia legal gratuita”,75 “dentro del presupuesto disponible”.

8. Desafíos 

Hoy resulta muy difícil encontrar problemas estructurales en la forma 
en que el defensor público interamericano se encuentra regulado, así como 
podemos evidenciar que su actuación ha tenido un impacto positivo en el 
acceso a la justicia de las víctimas. López Puleio, quien ejerció como defen-
sora pública interamericana, a dos años de la entrada en vigencia del Re-
glamento que preveía la puesta en marcha de esta figura jurídica, reflexio-
naba sobre los retos de su adecuada implementación.76 Cuestiones como la 
necesidad de que exista defensor público interamericano ante la Comisión 
Interamericana y un mecanismo como el FALV, entre otros, reseñados en 

72   Artículo 1o. del Reglamento de la Corte Interamericana sobre el Funcionamiento del 
Fondo de Asistencia Legal de Víctimas, aprobado el 4 de febrero de 2010, y que entró en 
vigor, de conformidad con el artículo 8o. de dicho Reglamento, el 1o. de junio de 2010.

73   Artículo 109 del Reglamento del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (2019).
74   Artículo 108 del Reglamento del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (2019).
75   Artículo 31 del Reglamento de la Corte Africana de Derechos Humanos y de los 

Pueblos (2008).
76   López Puleio, María Fernanda, “La puesta en escena del defensor público interamericano”, 

Anuario de Derechos Humanos, núm. 9, 2013.
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esa ocasión, ya han sido sufragados por la nueva normativa, incluyendo el 
nuevo Reglamento Unificado de la  AIDEF, y la experiencia de los años 
posteriores. 

En esta línea, podemos ver que la puesta en funcionamiento del defensor 
público interamericano ha sido positiva, por lo que el desafío que se pre-
senta a la Corte Interamericana ya no es posicionar el cuerpo de defensores 
públicos, sino de fortalecerlo.

En primer lugar, el proceso de designación que depende de la AIDEF 
debe siempre tener en cuenta los criterios objetivos de conocimientos téc-
nicos, contenidos en el Reglamento Único. La rigurosidad en la designación 
de personas técnicamente idóneas y adecuadas para ejercer la defensa ante 
la Corte IDH es esencial. En este sentido, resulta esencial que la Corte IDH 
continúe con las capacitaciones que realiza al cuerpo de defensores públicos 
interamericanos. 

En segundo lugar, debe reafirmarse la autonomía de estos defensores. 
Siendo que la Corte IDH ha apostado por un sistema de cooperación con la 
AIDEF, resulta necesario que esta Asociación apoye garantizar la autonomía 
e independencia de los defensores públicos interamericanos de cara no sólo 
a sus instituciones nacionales, sino también a sus propios Estados. Hemos 
visto que en la práctica existe preocupación por parte de las presuntas víc-
timas porque la defensa sea ejercida por representantes de defensas públicas 
nacionales de su propio Estado. 

En tercer lugar, la visión de las víctimas, como usuarias del sistema inte-
ramericano, es esencial para un balance comprensivo. Se requiere integrar 
sus pareceres y sus voces a la hora de considerar cuáles son las modifica-
ciones o reformas integrales que debe realizarse a la figura del defensor 
público interamericano. 

V. Conclusiones

Teniendo en cuenta la evolución del rol de la víctima en el proceso ante la 
Corte IDH, que hoy se integra autónomamente como una parte procesal, 
el desarrollo del defensor público interamericano constituye un hito esen-
cial para el acceso a la justicia en las Américas. La Corte Interamericana ha 
optado por regular su figura en su Reglamento de 2009 a través de la coo-
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peración con la AIDEF. Por medio de una normativa propia (Reglamento 
Unificado), la AIDEF se encarga de escoger al cuerpo de defensores pú-
blicos interamericanos, así como a designar en el caso concreto quienes 
ejercerán la defensa. Los criterios para tomar en cuenta son tanto objetivos 
como subjetivos y la posibilidad de actuar en contra de sus propios Estados. 

Entre los aspectos procesales relevantes que tiene la figura de este tipo 
de defensor se encuentra la gratuidad, que es totalmente independiente de 
la condición económica de la presunta víctima. Además, destaca el hecho 
de que, si bien la Corte IDH no participa de la designación de estos de-
fensores, sino que es la AIDEF, ésta sí puede controlar procesalmente los 
cambios que se hagan de la representación o analizar las impugnaciones 
que hagan las víctimas. En esta línea, es una característica importante el 
hecho de que se pueda cambiar de defensor público interamericano en 
cualquier etapa del proceso y que se permita su actuación tanto en el pro-
cedimiento de fondo como en la supervisión de cumplimiento, así como 
en las solicitudes de medidas provisionales. La labor de estos defensores 
se complementa con el FALV, que permite subrogar los gastos y sostener 
financieramente el proceso desde la perspectiva de la presunta víctima. Es 
estimable que el sistema interamericano, a diferencia de sus pares europeo 
y africano, ha apostado por la cooperación con la defensa pública nacional 
para la implementación de la representación gratuita y técnicamente ade-
cuada. Los otros sistemas regionales han recurrido a la defensa privada.

Finalmente, con una década desde su implementación y dieciocho casos 
en que se ha recurrido a esta importante herramienta para el acceso a la 
justicia, los retos residen en la consolidación, más que en su implementa-
ción. Por un lado, evidenciamos que es necesario mantener la rigurosidad 
en la elección de los defensores públicos interamericanos, sustentándose en 
criterios técnicos y objetivos. Por el otro, se tiene que trabajar en reafir-
mar la autonomía funcional de estos defensores. De manera transversal, un 
adecuado balance sobre los retos y oportunidades de la figura del defensor 
público interamericano requerirá una discusión más amplia que integre las 
voces de las víctimas y sus pareceres sobre cuáles cambios o reformas más 
comprensivas se requerirán para poder cumplir con el objetivo esencial de 
esta figura, que es el acceso a la justicia de aquellas personas que han visto 
vulnerados sus derechos humanos y pretenden legítimamente una repara-
ción integral. 

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2022 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive



EL
 R

O
L 

D
E 

LA
 D

EF
EN

SA
 P

Ú
BL

IC
A 

IN
TE

RA
M

ER
IC

A
N

A

507Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXII, 2022, pp. 477-508

VI. Bibliografía

Acosta, Juana, La protección de víctimas indeterminadas en el sistema intera-
mericano de derechos humanos, Bogotá, Pontificia Universidad Javeriana, 
Facultad de Ciencias Jurídicas, 2005.

Cançado Trindade, Antônio, “El nuevo Reglamento de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (2000): la emancipación del ser huma-
no como sujeto del derecho internacional de los derechos humanos”, 
2000.

Cançado Trindade, Antônio, “El nuevo Reglamento de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos (2000) y su proyección hacia el futuro: 
la emancipación del ser humano como sujeto del derecho internacional”, 
2000.

Corte IDH, Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2010, San José, OEA, 2011.

Gialdino, Rolando, “La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
y sus reglamentos”, Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, 
2006.

Long, Soray, “Reflexión sobre posibles reformas a los reglamentos de la 
Comisión Interamericana y de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos”, Revista CEJIL, año 3, núm. 4, 2008.

López Puleio, María Fernanda, “La puesta en escena del defensor público 
interamericano”, Anuario de Derechos Humanos, núm. 9, 2013.

Medina, Cecilia, “Modificación de los reglamentos de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos al procedimiento de peticiones individuales ante la Cor-
te”, Anuario de Derechos Humanos, núm. 7, 2011.

Medina, Cecilia, “The Battle of Human Rights: Gross, Systematic Viola-
tions and the Inter-American System”, American Journal of International 
Law, 1988.

OEA, “Informe del presidente de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, juez Antônio A. Cançado Trindade, a la Comisión de Asuntos 
Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización de los 
Estados Americanos (9 de marzo de 2001)”, OEA/Ser.G/CP/CAJP-
1770/01, 16 de marzo de 2001.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2022 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive



BR
U

N
O

 R
O

D
RÍ

G
U

EZ
 R

EV
EG

G
IN

O

508 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXII, 2022, pp. 477-508

Salvioli, Fabián, “Derechos, acceso, y rol de las víctimas, en el sistema 
interamericano de protección a los derechos humanos”, El futuro del 
sistema interamericano de protección de los derechos humanos, San José 
(Costa Rica), IIDH, 1997.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2022 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive




